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I. INTRODUCCIÓN 

El desarrollo de la presente crónica se puede estructurar en 3 partes:  

-En la primera parte se abordan diversas cuestiones sobre la denegación de la 

autorización de la actualización de un proyecto de explotación y del plan de 

restauración de la concesión de explotación de recursos mineros de la Sección 

C) de la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas. 

-La segunda parte se refiere a la impugnación de una vía de hecho por parte de 

la Xunta de Galicia alegada por la Asociación recurrente, que sostiene que la 

Administración autonómica omitió su deber legal de paralizar las obras de un 

parque eólico ante la aparición de numerosos hallazgos arqueológicos no 

catalogados previamente.  

-La tercera parte se refiere a la solicitud de la adopción de medidas cautelares 

consistentes en la contracautela de concesión singular para la realización de 

batidas de control de lobos en el ámbito de diversos ayuntamientos.  
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II. CONCESIONES MINERAS. CUESTIONES SOBRE LA DENEGACIÓN DE 
LA AUTORIZACIÓN DE LA ACTUALIZACIÓN DE UN PROYECTO DE 
EXPLOTACIÓN Y DEL PLAN DE RESTAURACIÓN DE LA CONCESIÓN DE 
EXPLOTACIÓN DE RECURSOS MINEROS DE LA SECCIÓN C) DE LA LEY 
22/1973, DE 21 DE JULIO, DE MINAS  

La primera sentencia objeto de análisis es la resolución 129/2026, de 31 de 

marzo de 2026, del Tribunal Superior de Justicia de Galicia (Sala de lo 

Contencioso, Sección 3), que resuelve el recurso interpuesto en nombre y 

representación de Cobre San Rafael SL contra la Vicepresidencia Segunda e 

Conselleria de Economía, siendo codemandadas las siguientes entidades: 

Empresa e Innovación, Cofradía Pescadores Virxe do Carme de Rianxo, 

Cofradía de Pescadores de A Pobra do Caramiñal, Cofradía de Pescadores La 

Pastoriza, Federación Ecoloxista Galega, Cofradía de Pescadores San Martiño 

de O Grove, Cofradía de Pescadores San Xulián de A Illa de Arousa, Fundación 

Montescola, Confederación ecologistas en Accion-Coda, Ecoloxistas en Acción 

Galicia, Asociación Ambiental e Cultural Tralapena, Cofradia de Pescadores San 

Antonio de Cambados.  

En el Fundamento Jurídico Primero se refiere al objeto de este recurso, que 

consiste en determinar la conformidad a derecho de la Resolución de 23/03/2022 

dictada por la Secretaría Xeral Técnica por delegación de la Vicepresidencia 

Segunda e Consellería de Economía, Empresa e Innovación de la Xunta de 

Galicia, desestimatoria del recurso de reposición promovido por la 

representación de la entidad Cobre San Rafael, S.L., contra la Resolución de 

24/02/2021 dictada por la Directora Xeral de Planificación Enerxética e Recursos 

Naturais, que deniega autorizar la actualización del proyecto de explotación y del 

plan de restauración de la concesión de explotación de recursos mineros de la 

Sección C) de la Ley de Minas.  

En el Fundamento Jurídico Segundo alude a la demanda y recuerda que 

promueve : 

-una pretensión principal; en la que solicita que se declare favorable la 

evaluación ambiental que obra en el proyecto presentado por la empresa minera, 
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dando así por actualizado tanto el proyecto de explotación como el plan de 

restauración de la concesión de explotación,  

-con carácter subsidiario; para el caso de desestimación, solicita que se ordene 

la retroacción de las actuaciones al momento anterior al dictado de la DIA, para 

que se efectúe por la Administración una nueva evaluación de impacto ambiental 

del proyecto, teniendo en cuenta, la documentación complementaria aportada 

(que la recurrente llama "documento respuesta") al procedimiento administrativo 

con fecha 19/12/2019 (antes de la emisión de la DIA). 

Todo ello, más la imposición de las costas a la totalidad a la Administración 

demandada.  

Insiste en que la noción fundamental que impulsan los motivos impugnatorios, 

es el supuesto "cierre en falso" dado por la Administración minera al 

procedimiento administrativo de autorización, por no haberse valorado, ni por el 

órgano ambiental, ni posteriormente por la Administración minera, aquel 

"documento respuesta" que la parte actora decidió aportar. 

La recurrente afirma que la emanación "acelerada" de la DIA desfavorable sin 

valoración previa de su "documento respuesta" le produjo indefensión material, 

al no tener la posibilidad de rebatir técnicamente el informe final de la DXPN.  

El Fundamento Jurídico Tercero recoge las contestaciones, comenzando por la 

Xunta de Galicia, que se pueden sistematizar así: 

1º) Sostiene esta demandada, que la actora lleva a cabo una lectura interesada 

de la DIA. 

Asimismo, señala que no está de acuerdo con la afirmación de la demandante 

relativa a que el órgano ambiental no tuvo en cuenta el "documento respuesta" 

de fecha 19/12/2019.   

2º) Recuerda que no es misión del órgano substantivo, enmendar, rectificar o 

corregir la DIA.  

Por lo que se refiere al trámite de audiencia, esta codemandada afirma que la 

jurisprudencia consolidada en la materia, establece que la omisión de este 
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trámite nunca podría generar nulidad ni anulabilidad porque debe ir acompañada 

de indefensión (y la recurrente no ha padecido indefensión alguna). 

3º) Relata esta codemandada que la actora observa un vicio de anulabilidad en 

el hecho de que con anterioridad a resolver el recurso, se encargara un informe 

ad hoc, al órgano ambiental, pero no es así.  

4º) Concluye que la pretensión principal procede que sea desestimada por la 

Sala y que todo lo más, -lo que admite únicamente a los efectos dialécticos-, 

podría estimarse la pretensión subsidiaria.  

Por lo que respecta a Cofradía de Pescadores "La Pastoriza", afirma que no es 

cierto -como quiere hacer ver la parte actora- que estemos ante el reinicio de la 

extracción de mineral metálico en la histórica mina de Touro, sino que se trata 

de una nueva actividad de extracción de mineral. A continuación, enumera una 

serie de razones por las que entiende que las Resoluciones recurridas son 

conformes a derecho.  

Por su parte, Ecologistas en Acción Coda expone que la actora ha efectuado un 

relato parcial de lo sucedido durante la tramitación del procedimiento 

administrativo, y además, omite mencionar determinados precedentes 

relacionados con la actividad extractiva llevada a cabo en Touro que considera 

relevantes para poder poner en contexto el relato efectuado y el sentido 

denegatorio de las resoluciones administrativas recurridas.  

La contestación de Federación Ecoloxista Galega sigue a la de Ecoloxistas en 

Acción Coda y a la de la Fundación Montescola, pero destaca como diferente el 

argumento relativo a que la actora únicamente tiene en cuenta los beneficios de 

carácter económico que reportaría la extracción del mineral mencionando incluso 

la posible revitalización de la zona, y sin embargo, no se percata de la oposición 

de los Ayuntamientos interesados y de las Cofradías de extracción del marisco 

de la Ría de Arousa afectadas y no valora con detalle las repercusiones que la 

actividad extractiva tuvo en el pasado y que va a tener en el entorno 

medioambiental.  

La Fundación Montescola y Ecoloxistas en Acción Galicia hacen suyos los 

razonamientos contenidos en la contestación de la Xunta de Galicia.  
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La Asociación Ambiental y Cultural "Tralapena" argumenta que la pretensión 

principal debe desestimarse, porque la demandante ni siquiera propone cuál 

debería ser el contenido de la DIA y afirma que tampoco podría prosperar la 

pretensión subsidiaria.  

Finalmente, este Fundamento Jurídico alude a la contestación de la Cofradía de 

Pescadores Virxe do Carme de Rianxo-A Coruña, San Xulián de A Illa de Arousa 

y de A Pobra do Caramiñal y de San Martiño de O Grove, señalando que la 

contestación invoca el principio de cautela y precaución como base para la 

denegación del permiso.  

Sostiene que la administración no puede autorizar un proyecto si existen dudas 

razonables sobre su seguridad e impactos ambientales significativos. El escrito 

concluye que la resolución denegatoria se encuentra plenamente motivada y 

ajustada a derecho, ya que el promotor no consiguió acreditar la ausencia de 

afecciones sobre el ciclo hídrico ni respondió de forma adecuada a los 

requerimientos técnicos sobre la estabilidad de las infraestructuras de residuos 

y la protección de especies protegidas en peligro de extinción. 

El Fundamento Jurídico Cuarto contiene la respuesta de la Sala, que se puede 

resumir en las siguientes afirmaciones: 

1ª) La Administración dictó la DIA desfavorable sin otorgar el preceptivo trámite 

de audiencia de 15 días. Esta omisión es radicalmente nula al privar al promotor 

de la "última palabra" ante un escenario de cierre del proyecto.  

2ª) El promotor presentó motu proprio un documento técnico para rebatir las 

conclusiones de DXPN y la Administración ignoró este documento en la 

redacción de la DIA, incurriendo en una "incongruencia omisiva" que vicia el acto.  

3ª) La indefensión es real porque el documento ignorado contenía soluciones 

técnicas y propuestas de medidas correctoras que el órgano ambiental debió 

considerar.  

4ª) La DIA utiliza el informe de Aguas de Galicia como sustento negativo, cuando 

dicho organismo declaró de forma explícita haber cumplido con el suministro de 

"elementos de juicio necesarios para realizar la evaluación". Aguas de Galicia no 
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se opuso al proyecto, sino que difirió el detalle técnico a la fase de proyecto 

definitivo, lo cual es compatible con una DIA condicionada.  

5ª) Concluye que:  

«Para restaurar el orden jurídico perturbado, es imperativo anular la DIA y la 

resolución minera derivada, ordenando retrotraer el procedimiento al momento 

previo a su dictado (de la DIA). Solo mediante un nuevo trámite de audiencia 

donde se valore efectivamente el informe de respuesta del promotor podrá 

dictarse una resolución ajustada a derecho. La Administración deberá proceder 

a la emisión de una nueva resolución que valore de forma motivada y exhaustiva 

las alegaciones y documentos técnicos presentados por la mercantil 

demandante (…) ».  

Por todo lo expuesto, se estima el recurso y no se hace expresa imposición de 

las costas a ninguna de las partes, cada una satisfará las propias y las comunes 

por mitad, como establece el Fundamento Jurídico Quinto.  

 

III. PARQUES EÓLICOS. APARICIÓN DE HALLAZGOS ARQUEOLÓGICOS. 
MODIFICACIONES  

La segunda sentencia que se trata en esta crónica es la resolución 132/2026, de 

6 de abril, del Tribunal Superior de Justicia de Galicia (Sala de lo Contencioso, 

Sección 3), que resuelve el recurso interpuesto en nombre y representación de 

la Asociación para a Defensa Ecolóxica de Galiza (ADEGA) contra la 

desestimación por silencio administrativo del requerimiento de cese de vía de 

hecho formulado ante el Conselleiro de Cultura, Educación, Formación 

Profesional y Universidades de la Xunta de Galicia en fecha 19 de septiembre 

de 2023, en relación con la ejecución de las obras de construcción del Parque 

Eólico Acibal, sito en los Ayuntamientos de Barro, Campo Lameiro y Moraña, 

promovido por Norvento S.L.     

Es parte demandada la Consellería de Cultura, Educación, Formación 

Profesional e Universidades y comparece como parte codemandada Norvento 

S.L. 
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El Fundamento Jurídico Primero se dedica a la demanda, explicando que la 

Administración autonómica omitió su deber legal de paralizar las obras del 

parque eólico ante la aparición de numerosos hallazgos arqueológicos no 

catalogados previamente, lo que constituye una actuación material fuera de su 

competencia o prescindiendo del procedimiento legalmente establecido.  

ADEGA denuncia que, pese a las evidencias gráficas y denuncias vecinales, la 

Xunta mantuvo una actitud pasiva que derivó en la expoliación patrimonial de 

una zona de gran riqueza arqueológica.  

Hace referencia a las numerosas denuncias ante el SEPRONA y la Dirección 

Xeral de Patrimonio y recuerda que entre los hallazgos más relevantes se citan 

petroglifos con tetrasqueles (cruces gamadas) y círculos concéntricos, 

localizados en puntos donde la maquinaria pesada ya estaba operando o incluso 

pasando por encima de lasrocas grabadas. 

ADEGA sostiene que la labor del arqueólogo contratado por la empresa 

promotora resultó deficiente. 

La demandante propuso una pericial que contradice la versión de la 

Administración y de la empresa promotora sobre la naturaleza de los hallazgos, 

por cuanto que, revela la existencia de una riqueza arqueológica que califica 

como excepcional, que fue ignorada o minimizada por la Xunta. 

También se aporta como prueba la comunicación con el Concello da Cultura 

Galega y la Real Academia Galega de Belas Artes, cuyos informes revelaron (a 

su entendimiento) que la Dirección Xeral de Patrimonio les ocultó información o 

no colaboró con ellos en la evaluación de los daños.  

La demanda también insiste en la fragmentación de la evaluación patrimonial.  

Por ello suplica: 

-Como pretensión principal, que se declare la existencia de vía de hecho en la 

actuación de la Administración por no ordenar la paralización de las obras ante 

los hallazgos, y, en consecuencia, que se condene a la Xunta a la paralización 

de las obras del parque.  
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-Subsidiariamente, para el caso de que no se aprecie la vía de hecho, solicita la 

condena a la paralización de la ejecución y que se adopten las medidas de 

protección del patrimonio que sean pertinentes.  

El Fundamento Jurídico Segundo se refiere a la contestación y expone que la 

Administración autonómica fundamenta su defensa en que el proyecto cuenta 

con una autorización administrativa previa, de construcción y declaración de 

utilidad pública  

La Xunta defiende que hubo una secuencia constante de informes técnicos y 

visitas de inspección por parte de la Dirección Xeral de Patrimonio Cultural 

(DXPC) y afirma que las obras continuaron bajo supervisión arqueológica. 

La Administración argumenta, que, si la parte actora consideraba insuficiente el 

estudio de impacto ambiental, tendría que haber instado un procedimiento de 

revisión de oficio.  

El escrito enfatiza que la administración actuó de forma proporcional a los 

hallazgos realizados durante el curso de las obras. Frente a la tesis de la 

demanda que exige la paralización total, la Xunta defiende que las 

intervenciones y modificaciones del proyecto efectuadas cumplen con el 

estándar de protección legal.  

Finalmente, la Administración también rebate las críticas del Consello da Cultura 

Galega sobre la obsolescencia del estudio de impacto. 

Por todo ello solicita la desestimación íntegra de la demanda, reiterando que «las 

obras se han ejecutado con título habilitante y bajo un control arqueológico activo 

y documentado que permitió identificary proteger los restos realmente valiosos». 

El Fundamento Jurídico Tercero contiene la respuesta de la Sala, afirmando que 

no concurren los presupuestos legales que definen la vía de hecho 

administrativa, ya que las obras del parque eólico Acibal se ejecutan al amparo 

de una autorización administrativa previa y de construcción firme y consentida, 

publicada el 26/04/2022. 

Argumenta que la vía de hecho no se puede utilizar para combatir lo que la parte 

considera una respuesta administrativa insuficiente o tardía.  
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Por lo que respecta a la valoración de la prueba, afirma que la parte demandada 

ha aportado un soporte documental sólido que desvirtúa las alegaciones de la 

parte recurrente, mientras que la asociación recurrente no ha aportado ninguna 

prueba pericial que acredite el daño efectivo al patrimonio o la irracionalidad de 

las decisiones que se adoptaron.  

No obstante la desestimación, este Fundamento Jurídico indica que «esta Sala 

debe realizar un reproche a la conducta de la Administración autonómica por su 

falta de agilidad inicial en la gestión del conflicto».  

En lo relativo a la pretensión subsidiaria, recuerda que la potestad de 

paralización contemplada en la Ley de Patrimonio Cultural de Galicia es una 

potestad reglada en sus presupuestos, pero que otorga a la Administración un 

margen de discrecionalidad técnica para valorar la entidad de los hallazgos.  

Por todos estos motivos se desestima el recurso, sin imponer las costas a la 

parte recurrente pese a la desestimación íntegra de sus pretensiones al 

presentar el caso serias dudas de hecho y de derecho, tal y como señala el 

Fundamento Jurídico Cuarto.  

A continuación, cabe profundizar en el voto particular formulado por el 

magistrado Ilmo. Sr. D. Luís Villares Naveira a la Sentencia recaída en el PO 

7294/2023 en el que muestra su discrepancia cordial con el sentir mayoritario de 

la Sección en la respuesta ofrecida en el FJ3º respecto de la concurrencia o no 

de vía de hecho. Se refiere a los siguientes puntos: 

-Sobre la declaración de hechos probados de la sentencia, afirma que a la vista 

tanto de la falta de solidez de la evaluación patrimonial previa que consta en la 

DIA de la autorización de las obras, como de la acreditación de que los hallazgos 

realizados por las salidas de campo de los vecinos de Amil se corresponden con 

elementos de arte rupestre, así como la constatación por varios informes de 

SEPRONA y en el informe pericial de la parte actora de que se realizaron obras 

que en algunos casos dañaron o pusieron en riesgo los gravados, en su opinión 

queda acreditada a nivel fáctico la existencia de actividad material no abarcada 

por el título habilitante que pone en riesgo de destrucción del patrimonio cultural 

descubierto y no catalogado previamente en el procedimiento administrativo, lo 

que en su opinión justificaría la activación del mecanismo previsto en el Art. 100.1 
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de la Ley de Patrimonio Cultural de Galicia para la intervención arqueológica de 

urgencia que resulte procedente, acordando entre tanto la suspensión de las 

obras. 

-Analiza la definición de vía de hecho y modalidades, y sostiene que existe una 

vía de hecho parcial, ya que el título que legitima las obras no abarca la facultad 

de dañar o destruír patrimonio cultural no catalogado en la DIA.  

Se indica que hay patrimonio desconocido, por tanto no abarcado por la DIA y 

por la tutela específica atribuída a la administración y afirma que no se acusa a 

la administración de no hacer lo que debe, sino de que la empresa -con título- 

está haciendo lo que no debe y se le pide que reaccione frente a esa vía de 

hecho parcial mediante el mecanismo específico del art. 100.1. LPCG.  

Reitera que la parte de las obras que se ejecutan sobre bienes inmuebles que 

constituyen patrimonio cultural no catalogado en la DIA son constitutivas de vía 

de hecho, al carecer de título habilitante.  

Argumenta que hay un exceso en relación a lo que fue autorizado, porque el 

autorizador nunca quiso abarcar la destrución de un patrimonio cultural cuya 

existencia ignoraba. Es sobre estas concretas actuaciones sobre las que se 

produce un exceso sobre lo autorizado y en relación a eso debe declararse una 

vía de hecho, la cual es parcial y solamente se proyecta sobre los bienes que 

pericialmente se acreditó que contenían manifestaciones antrópicas de interés 

patrimonial por su antigüedad.  

Concluye que en materia de patrimonio cultural arqueológico, la LPCG establece 

una pauta reglada de como reaccionar ante una vía de hecho consistente en la 

aparición de un yacimiento arqueológico desconocido. 

Explica que en toda esa área procedía la paralización de las obras tal como fue 

demandado en el requirimento de 18/9/2023 y que al no ser atendido, la 

pretensión ejercitable es la que dispone el art. 32.2. LJCA, la declaración de la 

contrariedad a derecho de la no atención al requirimiento de cesación de la vía 

de hecho en los términos del art. 100.1. LPCG, y la condena en sentencia a esa 

cesación en la forma en que ordena el precepto, para realizar adicionalmente, 
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las actuaciones para preservar el patrimonio cultural de Galicia que allí se 

detallan, que es precisamente la petición principal del suplico de la demanda.  

Por eso considera que la demanda tenía que ser acogida en su integridad.   

  

IV. BATIDAS DE CONTROL DE LOBOS. SOLICITUD DE LA ADOPCIÓN DE 
MEDIDAS CAUTELARES CONSISTENTES EN LA CONTRACAUTELA DE 
CONCESIÓN SINGULAR PARA LA REALIZACIÓN DE BATIDAS DE 
CONTROL DE LOBOS EN EL ÁMBITO DE DIVERSOS AYUNTAMIENTOS 

En el presente supuesto, para comprender mejor el Auto 32/2026 del Tribunal 

Superior de Justicia de Galicia (Sala de lo Contencioso, Sección 2), de 6 de 

marzo de 2026 es preciso analizar previamente el Auto 129/2025, de 14 de 

octubre de 2025, del que tiene su origen.   

La Ley 13/2013, de 23 de diciembre, de caza de Galicia (DOG  de 8 de enero de 

2014) establece en su artículo 54 que, anualmente, una resolución de la persona 

titular de la dirección general competente en materia de caza determinará las 

épocas hábiles de caza y las medidas de control por daños, así como los 

regímenes especiales por especies.  

Por Resolución de 10 de abril de 2025, de la Dirección General de Patrimonio 

Natural, se determinan las épocas hábiles de caza, las medidas de control por 

daños y los regímenes especiales por especies durante la temporada 2025-2026 

(DOG Núm. 81, 29 de abril de 2025).  

En el Auto 129/2025 recuerda en su Antecedente de Hecho Primero que, en 

nombre y representación de WWF-ADENA, se solicita que se dicte Auto por el 

que se acuerde ex arts. 129 y ss. la medida cautelar de suspensión de los 

artículos 13.2.d); 16.2.f) y Anexo II que incluye en la relación de especies 

cazables en el territorio de la Comunidad Autónoma de Galicia durante la 

temporada 2025/26 al Canis lupus: lobo de la Resolución 10.4.2025 aquí 

impugnada (suspensión a partir del 1.8.2025, que es cuando comienza su 

eficacia) y, subsidiariamente, la medida cautelar positiva de requerimiento a la 

Consellería que se ha detallado en el apartado I de este escrito; y en caso de 
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que se acuerde cualquiera de esas medidas cautelares se le exima de dar 

caución. 

En la Resolución de 10 de abril de 2025, de la Dirección General de Patrimonio 

Natural, por la que se determinan las épocas hábiles de caza, las medidas de 

control por daños y los regímenes especiales por especies durante la temporada 

2025- 2026, se establece, en lo que concierne al recurso formulado y petición de 

medida cautelar, lo siguiente:  

«Artículo 13. Daños producidos por la caza (…) 

2. Las principales medidas de control frente a los daños por especies que se 

podrán adoptar son las siguientes: (...)  

d) Lobo (Canis lupus): por daños constatados de esta especie, se podrán 

autorizar esperas, batidas y monterías durante todo el año, salvo en los meses 

de abril, mayo y junio, en que únicamente se podrán autorizar esperas (códigos 

de procedimientos administrativos MT720K y MT720L). La existencia de daños 

deberá ser comunicada al Servicio Provincial de Patrimonio Natural a fin de 

proceder a su comprobación, como requisito previo a la autorización de la 

práctica cinegética sobre esta especie.(…) ». 

Las consideraciones de la parte demandante sobre la concurrencia de motivos 

de nulidad del art. 13.2.d) de la Resolución de 10 de abril y su Anexo II en relación 

al establecimiento de la especie "Canis lupus" como cazable, (respecto a la 

vulneración de la Directiva de Hábitats y de la Ley 42/2007, de la Jurisprudencia 

del TJUE, y de los principios de seguridad jurídica y proporcionalidad o la falta 

de motivación y justificación del establecimiento de controles de lobo, la ausencia 

de garantía de un adecuado estado de conservación del lobo habida cuenta de 

que su estado de conservación es desfavorable/inadecuado en todo el territorio 

español) entrañan el examen jurídico de ciertas cuestiones y la necesidad de 

valoración de la prueba, una vez que se sustancie el debate alegatorio y 

probatorio, por lo que señala que «en este momento resulta prematuro dar por 

sentadas las vulneraciones alegadas, que desde la perspectiva fáctica y jurídica 

son objeto de respuesta en las alegaciones y documentación aportadas por la 

Administración demandada». 
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El Auto también se pronuncia sobre la aplicación del principio de precaución 

ambiental para la resolución de la solicitud de medida cautelar que nos ocupa. 

Afirma que la aplicación del principio de precaución para resolver sobre la 

medida cautelar no se puede desligar de lo ya resuelto por esta Sala y Sección 

en el Auto de 10 de junio de 2025, dictado en la PSS 4124/2025 001,en relación 

con la adopción de las medidas de control en relación con el lobo, con ocasión 

del recurso y solicitud de medida cautelar presentados respecto a la Resolución 

de la Dirección General de Patrimonio Natural, por la que se modifica la 

Resolución de 27 de marzo de 2024 por la que se determinan las épocas hábiles 

de caza, las medidas de control por daños y los regímenes especiales por 

especies durante la temporada 2024/2025.  

Tales consideraciones son trasladables a este caso, al valorarse los mismos 

datos de hecho sobre el estado de conservación de la especie, al ser idénticos 

los riesgos que fundamentan la petición de la medida cautelar y los bienes 

jurídicos en conflicto cuya ponderación ya se ha examinado en dicho Auto, 

confirmado mediante Auto posterior de 21 de julio de 2025 desestimatorio del 

recurso de reposición interpuesto por la Letrada de la Xunta de Galicia, con 

argumentaciones similares a las expuestas en este caso.  

Por ello, recuerda la fundamentación ofrecida en aquel Auto de 10 de junio de 

2025 sobre la aplicación del principio de precaución en materia medio ambiental, 

vinculada a la ponderación de los intereses en conflicto y el examen de la 

afectación de los bienes jurídicos protegidos:   

«Pues bien, sentado lo anterior, en esa ponderación, es obligado identificar, a 

los efectos que ahora interesa de resolver sobre la pretensión cautelar 

accionada, los bienes jurídicos y la intensidad de la afectación, siendo la norma 

basilar del ordenamiento sectorial y singular que nos ocupa la Directiva Habitat 

y la misma refiere que su objetivo principal es favorecer el mantenimiento de la 

biodiversidad al tiempo que se tienen en cuenta las exigencias económicas, 

sociales, culturales y regionales, la presente Directiva contribuirá a alcanzar el 

objetivo general de un desarrollo duradero; que el mantenimiento de esta 

biodiversidad podrá en determinados casos requerir el mantenimiento, e incluso 

el estímulo, de actividades humanas. 
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Y respecto de la intensidad de la afectación debemos tomar en consideración 

como guía, respecto de la afectación medioambiental, en este caso como 

afectación de especies que tienen un nivel de protección bien sea el más intenso, 

previsto en el artículo 12 de la Directiva Hábitat bien sea el previsto en el artículo 

14 de la Directiva Habitat, con remisión a los Anexos IV a) y V de la Directiva los 

mejores datos científicos disponibles respecto del estado de las poblaciones, y 

en ese sentido es obligado reiterar que la inclusión de una especie en los anexos 

IV o V de dicha Directiva, y por remisión la clasificación y en desarrollo las 

medidas de protección, no es de por si determinante así lo razona STJUE de 29 

de julio de 2024 C-436/22 As. Asociación para la Conservación y Estudio del 

Lobo Ibérico (ASCEL) y Administración de la Comunidad de Castilla y León ", en 

virtud del artículo 12 de la Directiva sobre los hábitats, en relación con el anexo 

IV, letra a), de esta, el lobo forma parte de las especies «de interés comunitario» 

cuya «protección rigurosa» debe garantizarse, en el sentido de dicho artículo». 

Recuerda que este régimen de protección rigurosa tiene por objeto, en particular, 

las poblaciones de lobos situadas al sur del río Duero, que están expresamente 

incluidas en el anexo II de la Directiva sobre los hábitats como especie «de 

interés comunitario para cuya conservación es necesario designar zonas 

especiales de conservación».  

Asimismo, las poblaciones españolas de lobos situadas al norte de dicho río 

están incluidas en el anexo V de la Directiva sobre los hábitats como especie 

animal de interés comunitario cuya recogida en la naturaleza y cuya explotación 

pueden ser objeto de medidas de gestión, por lo que están comprendidas en el 

ámbito de aplicación del artículo 14 de la mencionada Directiva.  

Invoca a su vez la STJUE de 29 de julio de 2024, que señala que «cuando una 

especie animal se encuentra en un estado de conservación desfavorable, como 

sucede en el caso de autos según la información facilitada por el órgano 

jurisdiccional remitente, las autoridades competentes deben (…) adoptar 

medidas, en el sentido del artículo 14 de la Directiva sobre los hábitats, con el fin 

de mejorar el estado de conservación de la especie de que se trata, de manera 

que las poblaciones de esta alcancen en el futuro un estado de conservación 

favorable sostenible. La restricción o la prohibición de la caza como 

consecuencia de la comprobación del estado de conservación desfavorable de 
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dicha especie puede considerarse entonces una medida necesaria para el 

restablecimiento de un estado de conservación favorable de esta». 

Por tanto, la adopción de medidas basadas en ese artículo solo se permite, en 

todo caso, si contribuyen al mantenimiento o al restablecimiento de las especies 

de que se trate en un estado de conservación favorable.  

Para conocer el estado de conservación de las poblaciones de lobo al norte del 

Duero hay que partir de los informes quinquenales que contempla el artículo 17 

de la Directiva con remisión al artículo 11 de la misma. 

También se hace referencia al informe de la Comisión Large carnivore 

distribution maps and population updates 2017 - 2022/23 en lo que respecta a la 

situación de las poblaciones de lobo en la Península Ibérica, lo que representa 

un retroceso en la población total. 

Y si acudimos a datos de la demandada Xunta de Galicia, Censo de lobo ibérico 

en Galicia 2021-2022, al que remite la Memoria justificativa de la resolución 

recurrida, se puede apreciar que el incremento, limitado, de manadas se produce 

en la mayoría de las áreas compartidas, con Castilla y León, Asturias o Portugal, 

los restantes incrementos, salvo en el área de Lugo, 3 manadas, no son, prima 

facie, significativos.  

Finalmente, respecto del estado de conservación de las poblaciones de lobo en 

el norte del Duero, recuerda que la STJUE de 29 de julio de 2024 señala que 

«Además, dicha vigilancia debe ejercerse con una atención específica cuando 

esa especie figura en los anexos II y IV, letra a), de esa Directiva, en lo que 

respecta a determinadas regiones, y en el anexo V de la citada Directiva, en lo 

que atañe a las regiones limítrofes, y cuando tal especie se considera en ellos, 

de manera general, «una especie de interés comunitario».» . 

En este sentido, hace hincapié en que «según el informe del año 2019, que debe 

considerarse un documento de referencia, pertinente para la determinación del 

estado de conservación del lobo en España durante el período de que se trata 

en el litigio principal, las poblaciones de lobos en España se encuentran en un 

estado de conservación «desfavorable-inadecuado» en las tres regiones 

biogeográficas ocupadas por el lobo en dicho Estado miembro, a saber, las 
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regiones Alpina, Atlántica y Mediterránea, incluidas las situadas al norte y al sur 

del río Duero." Y conviene recordar que, conforme la jurisprudencia del TJUE ya 

referida el principio de precaución se impone tanto en el área concernida por la 

resolución como en la evaluación extensa, que integra a áreas limítrofes, pero 

teniendo que ser favorable el estado de las poblaciones en ambos escenarios y 

no solo en uno de ellos, una conclusión que, con la provisionalidad inherente a 

este incidente y a la limitada prueba practicada al momento presente, no puede 

tenerse por acreditada, apareciendo indicios consistentes, con las mismas 

limitaciones probatorias, de una calificación desfavorable respecto del estado de 

las poblaciones. 

Y en ese balance debemos notar que en la adopción de las medidas de gestión 

que se contemplan, conforme la Memoria justificativa, se encuentra el control de 

lobos con el fin de prevenir y paliar los daños a la ganadería, pero en la 

ponderación obligada en esta medida cautelar, a estos solos efectos, de esos 

daños en la ganadería de un lado y de otro la protección de la viabilidad de las 

poblaciones de lobo debemos tener en cuenta que primero de los daños a la 

ganadería no se ofrecen información ni cualitativa ni cualitativa y segundo que 

esos daños a la ganadería, si bien no son reversibles, si son indemnizables. 

Y por todo ello procede acoger la medida cautelar instada".».  

El Auto 129/2025 dedica especial atención a la ponderación de intereses en 

conflicto y los daños a la ganadería y estipula que el examen de alegación 

tampoco permite acoger la oposición a la adopción de la medida cautelar de 

suspensión solicitada, como se expuso en el Auto de 21 de julio de 2025 de esta 

Sala y Sección,en el que se dice: 

«Y por lo que hace a la denuncia de error en la ponderación de los intereses en 

presencia por no tomar en consideración, al entenderlos siempre indemnizables, 

los daños en la ganadería, de nuevo entiéndase en este incidente cautelar, 

debemos de recordar que la propia recurrente en reposición ya viene a afirmar 

en el mismo recurso que ese juicio no procede en este momento, y así dice "No 

podemos obviar que nos hallamos ante elámbito limitado de cognición de una 

medida cautelar en donde lo primero a analizar, y que prima por encima de los 

demás elementos, es el periculum in mora, que, en este caso, derivaría de la 
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concurrencia de un daño irreversible para el lobo de denegarse la suspensión 

instada. Focalizar la concesión o denegación de la medida cautelar en el detalle 

de los ataques a ganado es una cuestión propia del fondo del asunto (y ni 

siquiera en relación con la resolución impugnada, sino propia de las 

autorizaciones que de ser el caso se otorgasen). Por tanto, no debe justificarse 

en este momento la concurrencia de las mismas como presupuesto para enervar 

las alegaciones de la recurrente, sino que era aquella la que tenía que acreditar 

el periculum in mora, lo que no hizo, y que el Auto, dicho sea con los debidos 

respetos, no funda tampoco", y en tanto que confirmamos y reiteramos ese juicio 

sobre la concurrencia del periculum, conforme lo razonado supra, debe 

rechazarse también este último motivo impugnatorio." 

En atención a lo expuesto, procede acoger la medida cautelar solicitada». 

Como indica el Razonamiento Jurídico Tercero, no procede imponer las costas 

procesales por este incidente cautelar. 

Por lo que respecta al Auto 32/2026, su Antecedente de Hecho Primero recuerda 

que la administración autonómica propone en trámite de incidente de la pieza de 

medidas cautelares la contracautela consistente en «la concesión singular para 

la realización de batidas de control en el ámbito de los ayuntamientos Cercedo-

Cotobade, Curtis y Ferrol dentro de los límites, garantías y restricciones 

recogidos en el Plan de gestión del lobo de Galicia bien con carácter principal o 

como subsidiariamente modificación de la medida cautelar adoptada».  

En su Antecedente de Hecho Segundo, indica que formada pieza separada de 

medidas cautelares, WWF-ADENA a través de sus servicios jurídicos se opuso 

a la medida solicitada. 

El Razonamiento Jurídico Primero invoca el art. 129 de la Ley 29/1998, de 13 de 

julio, reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativo (LJCA) que 

contempla que los interesados podrán solicitar, en cualquier estado del proceso, 

la adopción de cuantas medidas aseguren la efectividad de la sentencia, 

añadiendo el artículo siguiente que el órgano jurisdiccional, previa valoración 

circunstanciada de todos los intereses en conflicto, solamente podrá acordar las 

medidas cuando la ejecución del acto o la aplicación de la disposición general 

pudieran hacer perdersu finalidad legítima al recurso; y que la medida cautelar 
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podrá denegarse cuando de ésta pudiera seguirse perturbación grave de los 

intereses generales o de tercero, que el Juez o el Tribunal ponderará en forma 

circunstanciada.  

El Razonamiento Jurídico Segundo dispone que no hay modificaciones de 

circunstancias posteriores a las que se tuvieron en cuenta en el anterior auto 

estimatorio de la medida cautelar, ya que la existencia de supuestos concretos 

como los relatados ya fueron valorados por la Sala. 

En relación con la concreta situación afirma que no se acredita un cambio de 

circunstancias ya que del argumento aportado para su valoración por esta Sala 

refiere circunstancias vagas y genéricas, sin que exista una prueba real y directa; 

en concreto técnica que corrobore el relato.  

Señala que no se acredita que existan medidas de contra cautela de los 

ayuntamientos afectados y en concreto de los particulares que motiven la 

"extracción" tal y como se pretende y recuerda que cualquier cambio en los 

ecosistemas requiere una prueba sólida que permita valorar el desequilibrio 

resultante en aras de la medida que se pretende. 

Concluye que la extracción no resulta prioritaria, «cuando se puede paliar a 

medio de otras medidas más sostenibles, que conserven la especie, que afecta 

a animales que como el lobo que están muy amenazados».  

Esta Sala en el caso del lobo no se opone a medidas que no conlleven la 

extracción (muerte), medidas que promuevan y garanticen la protección a la 

ganadería por un lado y también de la especie también, en un desarrollo 

sostenible del ecosistema en Galicia, sin embargo, tal y como se solicita no 

resulta aceptable al no razonarse y proponerse medidas que supongan la 

conservación de la especie y que ponderen de forma equilibrada y por supuesto 

técnica los beneficios y perjuicios de las medidas a adoptar. 

En atención a lo expuesto, debe desestimarse la medida contra cautelar 

solicitada y petición subsidiaria, sin que proceda imponer las costas procesales 

por este incidente, como recoge el Razonamiento Jurídico Tercero. 

 

 


